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							1953

						
							
							El general Gustavo Rojas Pinilla toma el poder. 

						
					

					
							
							1954

						
							
							Aparece la revista Mito. Mueren estudiantes de la Universidad Nacional en Bogotá a manos del ejército. Primera transmisión de televisión en Colombia. 

						
					

					
							
							1955

						
							
							Cerrado El Tiempo por el gobierno. Éste reapareció en 1957.

						
					

					
							
							1956

						
							
							Cerrado El Espectador por multas sucesivas. Éste reapareció en 1957. Alberto Lleras, liberal, y Laureano Gómez, conservador, firman un acuerdo para enfrentar la dictadura y restablecer la democracia. 

						
					

					
							
							1957

						
							
							Rojas Pinilla renuncia después de huelgas masivas y es reemplazado por una junta militar. Es aprobada en plebiscito, con un 94 por ciento de votos a favor, una reforma constitucional que distribuye los cargos por mitades entre liberales y conservadores durante 12 años. Las mujeres votan por primera vez.

						
					

					
							
							1958

						
							
							Alberto Lleras Camargo, liberal, es elegido como candidato de los dos grandes partidos. Abre la biblioteca Luis Ángel Arango.

						
					

					
							
							1959

						
							
							Se aprueba la alternación de los partidos en la presidencia, durante 16 años, hasta 1974. 

						
					

					
							
							1961

						
							
							Se aprueba la Ley 135 de Reforma Agraria para dar tierra a los campesinos.

						
					

					
							
							1962

						
							
							El conservador Guillermo León Valencia es elegido presidente. Se crea el Museo de Arte Moderno de Bogotá.

						
					

					
							
							1964

						
							
							Combates en Marquetalia señalan la aparición de las FARC, guerrilla comunista.

						
					

					
							
							1965

						
							
							Aparece en Simacota el grupo guerrillero Ejército de Liberación Nacional, de orientación castrista. 

						
					

					
							
							1966

						
							
							Es elegido presidente el liberal Carlos Lleras Restrepo.

						
					

					
							
							1967

						
							
							El Decreto 444 establece un sistema de devaluación gradual y una sola tasa de cambio con el dólar. Colombia restablece relaciones diplomáticas con la Unión Soviética, rotas en 1948. 

						
					

					
							
							1970 

						
							
							Es elegido presidente el conservador Misael Pastrana Borrero, candidato de los partidos Liberal y Conservador. Derrota al general Gustavo Rojas Pinilla, candidato de la ANAPO. Se inauguran los Juegos Panamericanos en Cali.

						
					

					
							
							1974

						
							
							Aparece el grupo guerrillero M-19 con el robo de la espada de Bolívar. Es elegido presidente el liberal Alfonso López Michelsen, que derrota a Álvaro Gómez Hurtado.

						
					

					
							
							1975 

						
							
							Se permite el divorcio por ley. 

						
					

					
							
							1977

						
							
							Tiene lugar un paro nacional obrero con grandes disturbios.

						
					

					
							
							1978

						
							
							Asume la presidencia el liberal Julio César Turbay. Se aprueba el Estatuto de Seguridad, para combatir la subversión y la guerrilla. El M-19 roba armas de una sede militar en Bogotá. 

						
					

					
							
							1980 

						
							
							Se funda la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC).

						
					

					
							
							1981 

						
							
							Se crea una comisión de paz para negociar con la guerrilla. 

						
					

					
							
							1982

						
							
							Asume la presidencia Belisario Betancur, conservador. Se otorga el Premio Nobel de Literatura a Gabriel García Márquez. 

						
					

					
							
							1983 

						
							
							Un terremoto en Popayán destruye parte de la ciudad. 

						
					

					
							
							1984 

						
							
							El gobierno firma acuerdos con las FARC (La Uribe) y el M-19 (Corinto), que se rompen pronto. El ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla, es asesinado por orden del narcotraficante Pablo Escobar.

						
					

					
							
							1985 

						
							
							El M-19 toma el Palacio de Justicia y en el enfrentamiento con el ejército mueren varios magistrados. Una avalancha destruye la ciudad de Armero.

						
					

					
							
							1986

						
							
							Virgilio Barco gana las elecciones a Álvaro Gómez Hurtado. Aprobada la elección popular de los alcaldes. Asesinado el director de El Espectador, Guillermo Cano Isaza.

						
					

					
							
							1988 

						
							
							Primera elección de alcaldes.

						
					

					
							
							1989 

						
							
							Asesinado el candidato presidencial liberal Luis Carlos Galán Sarmiento, por orden de Pablo Escobar. Una bomba destruye un avión de Avianca y hay más de 100 muertos. Se firma un acuerdo de paz entre el gobierno y el M-19.

						
					

					
							
							1990

						
							
							Son asesinados los candidatos presidenciales Bernardo Jaramillo, de la UP, y Carlos Pizarro, del M-19. Se posesiona César Gaviria como presidente. Se celebran elecciones de Asamblea Nacional Constituyente.

						
					

					
							
							1991

						
							
							Constitución de 1991, que prohíbe la extradición. Se entrega Pablo Escobar y al poco tiempo se fuga de la cárcel.

						
					

					
							
							1993 

						
							
							Se emite la telenovela Café con aroma de mujer. La Ley 100 establece Seguridad Social universal. Muere Pablo Escobar en Medellín a manos de la policía.

						
					

					
							
							1994 

						
							
							Ernesto Samper Pizano es elegido presidente. 

						
					

					
							
							1995

						
							
							El excandidato presidencial Álvaro Gómez Hurtado es asesinado. 

						
					

					
							
							1996 

						
							
							La Cámara de Representantes absuelve al presidente Samper de recibir financiación de narcotraficantes para su campaña. Comienza a operar el metro de Medellín. 

						
					

					
							
							1997 

						
							
							Varios grupos paramilitares se unen en las Autodefensas Unidas de Colombia. 

						
					

					
							
							1998 

						
							
							Es presidente el conservador Andrés Pastrana Arango.

						
					

					
							
							1999

						
							
							Crisis: el único año, entre 1940 y 2000, en el que disminuyó el PIB. Comienza el diálogo de paz con las FARC en El Caguán. 

						
					

					
							
							2000 

						
							
							Creado el sistema de transporte público Transmilenio en Bogotá. 

						
					

					
							
							2002

						
							
							Elegido presidente Álvaro Uribe, opuesto a las conversaciones con la guerrilla. Es reelegido en 2006.

						
					

					
							
							2010

						
							
							Elegido presidente Juan Manuel Santos, quien reinicia las negociaciones con las FARC en 2012.

						
					

				
			

		

	


	
		
			Las claves del periodo

			Jorge Orlando Melo

			 

			 

			 

			 

			La historia de Colombia durante la segunda mitad del siglo XX es, a primera vista, tan contradictoria que puede llevar a los observadores a conclusiones enfrentadas y en apariencia incompatibles. 

			Para algunos, fue una época de grandes éxitos y avances. Como muestran los ensayos incluidos en este volumen, Colombia tuvo un desarrollo económico exitoso, más estable y sostenido que el del conjunto de América Latina. Su economía se convirtió en una de las más grandes de la región y el ingreso promedio de la población se acercó algo al de los países más desarrollados. Los avances en el campo social fueron también notables: aumentó la esperanza de vida, la mortalidad infantil se redujo bruscamente y toda la población quedó cubierta por servicios de salud aceptables. Las mujeres alcanzaron la igualdad legal con los hombres y los superaron en asuntos educativos, se emanciparon de la autoridad de los padres y esposos y cada vez tuvieron una participación mayor en el trabajo y los ingresos. Durante estos mismos años, el mejoramiento en los niveles educativos de la población fue continuo, y estuvo acompañado de una rápida modernización en los sistemas de comunicación. A fines de siglo, toda la población estaba comunicada mediante los teléfonos y eran universales el uso de la electricidad y la conexión a servicios de agua potable y de alcantarillado. Por último, desde 1958 Colombia fue gobernada sin interrupción por un sistema democrático, con elecciones periódicas, e hizo grandes avances en la definición de los derechos fundamentales de la población y en la creación de mecanismos para defenderlos.

			Para otros, estos años fueron de grandes dificultades y frustraciones. En primer lugar, el país, que en 1958 buscaba cómo superar la violencia causada por el enfrentamiento entre liberales y conservadores, estableció un sistema político, el Frente Nacional, que creó formas limitadas de democracia. Aunque no hubo regímenes militares, la democracia colombiana se caracterizó por niveles de participación popular muy bajos; por un rechazo de grandes sectores a su legitimidad, al menos hasta 1991; por el desarrollo de modalidades de clientelismo cada vez más poderosas y más relacionadas con formas de corrupción, como la compra de votos o la distribución de bienes públicos con criterios privados; por el uso de la coacción y la violencia, sobre todo en los sectores rurales; y por una confrontación entre la guerrilla, el gobierno y los grupos paramilitares que produjo niveles muy altos de violación de derechos humanos, crueldad y terrorismo. «Democracia formal» y democracia limitada fueron términos usuales entre algunos especialistas. 

			Aunque ningún presidente colombiano de estos años ha sido visto como corrupto, en varios periodos —sobre todo de 1970 a 1982 y de 1988 a 2010— la contratación pública y el manejo de los recursos oficiales estuvieron marcados por niveles muy altos de corrupción, que se convirtieron en fuente decisiva de financiación de la política y del enriquecimiento privado. 

			En segundo lugar, la violencia, que disminuyó mucho entre 1958 y 1970, comenzó nuevamente a crecer hacia 1977, impulsada por el enfrentamiento entre la guerrilla y el Estado y por la expansión del negocio de la droga, primero de marihuana y, desde mediados de la década de 1970, de cocaína. En conjunto, entre 1948 y 2000 unos 600.000 colombianos murieron víctimas del enfrentamiento armado, la delincuencia o incidentes casuales o inesperados de violencia. Y en tercer lugar, además de buscar explicar los éxitos económicos como consecuencia del narcotráfico o de la explotación sin límites de los sectores bajos, los críticos subrayaron la rigidez en la distribución del ingreso y la riqueza: en estos cincuenta años no cambió perceptiblemente la distribución del ingreso y probablemente aumentó la concentración de la propiedad de la tierra o de los recursos financieros o industriales. Democracia limitada, corrupción, narcotráfico, violación de derechos humanos, violencia generalizada y concentración creciente de la riqueza son para muchos analistas rasgos que matizan cualquier historia de estos años, aunque haya sido posible mantener el funcionamiento de un sistema político democrático y respetuoso, en última instancia, de principios y criterios legales.

			Fue, sin duda, el problema de la violencia el que marcó en forma más grave el ejercicio del poder en estos cincuenta años. En 1949 el cierre del Congreso interrumpió un largo periodo de normalidad democrática, y la violencia que se produjo entre este año y 1953, y que enfrentó al gobierno conservador con los seguidores del liberalismo, llevó a la dictadura militar de 1953 a 1957, cuando Colombia, como se cuenta en el volumen anterior, regresó a la democracia y derribó la dictadura del general Gustavo Rojas Pinilla. 

			Los dirigentes políticos, para acabar con un enfrentamiento rural que atribuían ante todo a la confrontación política de los dos partidos y a sus tradiciones de gobiernos hegemónicos y excluyentes, crearon el Frente Nacional, un sistema mediante el cual los dos partidos principales, el Liberal y el Conservador, compartían el poder, escogían de común acuerdo un candidato de distinto partido cada cuatro años y buscaban reaprender las reglas básicas de la democracia. Aprobado por más del 95 por ciento de los votantes en un plebiscito en diciembre de 1957, estuvo vigente hasta 1974 en sus normas constitucionales básicas, pero creó una tradición de gobiernos de coalición que sigue funcionando: el único gobierno de partido único fue el de Virgilio Barco, entre 1986 y 1990. 

			Como lo habían previsto sus promotores, la violencia entre liberales y conservadores se redujo aceleradamente, pero el arreglo tuvo otros efectos sobre el orden político. Como muestra el capítulo «La vida política», al eliminarse la competencia entre los dos partidos, ésta renació dentro de ellos: la lucha de los dirigentes políticos era por obtener la mayoría dentro de su propia organización. Como el gobierno compartido hacía difícil ofrecer programas económicos y sociales diferentes, las ideologías políticas perdieron importancia y el clientelismo, un sistema que usaba los recursos y servicios públicos para favorecer a determinados grupos de electores, se convirtió en uno de los mecanismos centrales para lograr el apoyo de la población. 

			Por otra parte, la necesidad de acuerdo entre los partidos hacía imposibles las reformas que afectaran grandes intereses. En 1960 se aprobó una reforma agraria en el fondo inaplicable, pues exigía el pago de contado de todos los predios expropiados: se concentró en titular tierras ya ocupadas y en distribuir baldíos para promover las colonizaciones. Las políticas económicas y tributarias, del mismo modo, tenían que evitar todo radicalismo. 

			En este contexto, la identificación de los ciudadanos con los partidos políticos, que había sido intensa y emotiva, perdió fuerza. La participación electoral decayó y la abstención en las elecciones parlamentarias se extendió a más de la mitad del electorado. En algunas ocasiones, sectores disidentes lograron movilizar temporalmente el voto de los descontentos, de los sectores populares inconformes, y en 1970 las disidencias agrupadas alrededor del general Gustavo Rojas Pinilla estuvieron a punto de derrotar al candidato oficial de liberales y conservadores. De este modo, la capacidad del sistema político de movilizar a la población para el apoyo de grandes proyectos políticos desapareció, y el Estado no logró nunca enfrentar los problemas de fondo de estos años con políticas enérgicas y coherentes. 

			Las ventajas del gradualismo fueron claras, sobre todo en el manejo técnico y responsable de la economía, ajeno al populismo o al proteccionismo extremo, y en el éxito de los procesos de cambio social que no afectaban grandes intereses (expansión de la educación, control de natalidad). No obstante, tuvo sus desventajas también: el crecimiento del clientelismo, la ineficiencia del Estado (fuerza pública y justicia) para responder a las formas nuevas de violencia o delincuencia, la dificultad para poner en práctica políticas que redujeran la desigualdad social o la pobreza. 

			A pesar de que los gobiernos eran, por obligación constitucional, de coalición, el talante y el talento de los presidentes elegidos alcanzaron a dar el tono a sus gobiernos. Entre 1958 y 1962 Alberto Lleras Camargo, liberal, buscó modernizar el campo mediante la reforma agraria y el impulso decidido a la educación elemental. El control de la natalidad, impulsado calladamente por el gobierno, se convirtió en un factor importante de cambio social. El conservador Guillermo León Valencia (1962-1966) congeló los proyectos de reforma agraria y respondió a la agitación rural, que se apoyaba en restos de experimentados guerrilleros de los años de la Violencia, con una estrategia militar que terminó estimulando el crecimiento de las guerrillas comunistas. Su sucesor, el liberal Carlos Lleras Restrepo (1966-1970), trató de dar nueva vida al proyecto de reforma agraria, con la esperanza de movilizar a los campesinos alrededor de formas de modernización rural que les quitaran el sustrato a unas guerrillas cada vez más activas. Sin embargo, el descontento urbano creció, sobre todo por el alza de precios de los bienes de consumo: en 1970 una campaña electoral basada en la memoria de un país barato casi llevó otra vez a Gustavo Rojas Pinilla al poder. Por otra parte, Lleras Restrepo trató de modernizar la gestión administrativa, de alejar el nombramiento de los cargos técnicos y directivos del Estado de la presión de los políticos. Las reformas constitucionales y administrativas de 1968 crearon decenas de organismos semiautónomos o independientes, en los que trató de consolidar una burocracia técnica ajena al clientelismo. Desde entonces, la pugna no fue entre proyectos de reforma radical o populista y conservatismo social, sino entre sectores más o menos tecnocráticos del Estado, a veces con una política reformista más consistente y a medio plazo, y «la clase política», que buscaba usar recursos fiscales para favorecer directamente a sus electores y conseguir así los votos para lograr su elección. 

			A comienzos de los años setenta el principal objetivo del Frente Nacional, la eliminación de la violencia política, parecía haberse cumplido. Los niveles de homicidio colombianos bajaron hasta los niveles promedio de América Latina, a pesar de algunos signos preocupantes. En efecto, desde mediados de la década de 1960, en un ambiente internacional en el que la Revolución Cubana seducía a jóvenes e intelectuales, aparecieron las guerrillas revolucionarias. Unas seguían la orientación del Partido Comunista (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC), otras se acogían a la visión cubana del foco revolucionario (Ejército de Liberación Nacional, ELN), y pronto hubo guerrillas maoístas (Ejército Popular de Liberación, EPL), trotskistas (Ejército Revolucionario del Pueblo, ERP) e indígenas. Aunque no tenían un gran apoyo popular, lograban algo de simpatía local en un ambiente de conflicto entre terratenientes y campesinos o colonos, se aprovechaban de los años de experiencia de lucha guerrillera de algunos de sus miembros y de la geografía del país (muchos sitios de refugio, pocas vías de comunicación) y se financiaban con extorsiones y secuestros, fuera del ocasional, pero probablemente marginal, apoyo de los países comunistas.

			Esto ocurría en un contexto político muy volátil. Las promesas reformistas del Frente Nacional —reforma agraria, reforma urbana— no se cumplían, y los cambios sociales reales —mejoras en educación, salud o infraestructura— no se advertían, en un contexto de creciente desempleo urbano. El desencanto con el Frente Nacional, percibido por muchos como un frente oligárquico, aumentó rápidamente. La coalición entre liberales y conservadores hacía difícil buscar la adhesión de los electores: ambos partidos parecían proponer la misma mezcla de políticas tecnocráticas y paternalistas. Muchos estudiantes universitarios y dirigentes sindicales, sin un pasado liberal o conservador, se sentían excluidos por un ordenamiento constitucional que negaba los derechos electorales a otros partidos. La pasión por el liberalismo y el conservatismo se diluyó rápidamente. Las tensiones provocadas por la rápida migración a las ciudades, los problemas de vivienda en los barrios populares y sobre todo un alza de precios que muchos veían como una conspiración para empobrecer a los necesitados alejaron al electorado popular urbano de los partidos tradicionales. 

			En 1970 el candidato de la coalición del Frente Nacional, Misael Pastrana Borrero, ganó las elecciones al general Gustavo Rojas Pinilla, el antiguo dictador, por un margen mínimo, que muchos atribuyeron al fraude electoral: otra vez la población percibía el sistema electoral como un mecanismo para que ganaran los que estaban en el poder. La abstención, que alcanzaba a veces el 60 o 70 por ciento de los votantes, fue promovida por casi todos los nuevos grupos de izquierda, como una forma de protesta contra el sistema. Sus altos niveles parecían confirmar la idea de que la ciudadanía quería cambios y podría eventualmente apoyar una alternativa revolucionaria. Misael Pastrana Borrero (1970-1974) gobernó en medio de una bonanza económica internacional y cerró el ciclo de las propuestas de reforma agraria: el sueño de una economía de medianos campesinos, diversificada y creadora de empleo, fue reemplazado por la idea de una economía agraria exportadora, mecanizada y moderna, impulsada por grandes empresarios rurales. 

			Al término legal del Frente Nacional (1974), cuando fue elegido presidente el liberal Alfonso López Michelsen, las guerrillas no eran muy fuertes, pero lograban eludir la acción del ejército y sobrevivir en algunas zonas rurales. Al mismo tiempo, comenzaban a crecer las redes de narcotráfico, dedicadas primero a la exportación de marihuana y en menor escala de la cocaína; no obstante ello, ya para mediados de la década Colombia se había convertido en el principal proveedor de cocaína de Estados Unidos. Para responder a la represión oficial, los narcotraficantes recurrieron desde entonces a una combinación infernal de intimidación y corrupción: amenazas, atentados, homicidios, compra de jueces y agentes policiales, apoyo a los políticos afines, formación de grupos armados rurales. 

			Durante el siguiente gobierno, de Julio César Turbay Ayala (1978-1982), las guerrillas se fortalecieron. El M-19, un grupo guerrillero nacionalista, teatral e imaginativo, elevó la intensidad del conflicto armado: secuestró a sindicalistas amigos del gobierno, empresarios y funcionarios públicos, y desafió al ejército con un robo espectacular de armas de los cuarteles de Bogotá. El gobierno, cada vez más ineficiente y con muchos sectores corruptos, toleró una respuesta militar extrema; los sospechosos de pertenecer al M-19 fueron sometidos a torturas en los centros militares, y se hizo más común el recurso a procedimientos ilegales: desapariciones y ejecuciones fuera de combate dejaron de ser actos aislados para convertirse en rutinarios, más bien tolerados que ordenados por el gobierno o el alto mando militar. El impacto político de esto fue, sin embargo, negativo para el gobierno. La defensa de los derechos humanos se convirtió en un nuevo elemento de la política, con el respaldo de intelectuales y de políticos que aparecían, ante la opinión pública, como representantes de una perspectiva civilizada y decente. La idea de negociar el desarme de la guerrilla, sin esperar un triunfo militar, que parecía costoso y remoto, comenzó a ganar fuerza, y en 1981 el gobierno creó una comisión para explorar este camino.

			El gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) se enfrentó a una guerrilla muy maltratada militarmente, pero que se sentía más legítima debido a los abusos oficiales que la habían convertido en víctima, y a un narcotráfico poderoso, algunos de cuyos sectores, después de sobornar o amedrentar al sistema político y la justicia, mostraban interés por el control del Estado. En 1982 Pablo Escobar, cabeza del cártel de Medellín, fue elegido como miembro del Congreso. La guerra simultánea contra los cárteles de la droga, cada día más prósperos, y la guerrilla parecía demasiado compleja. El presidente hizo entonces una oferta de paz a la guerrilla, que aceptaba parte de sus argumentos y justificaciones. La violencia en Colombia, que había vuelto a crecer en los últimos diez años, se debía en buena parte, según esta perspectiva que adquirió el valor de verdad indiscutible, a «condiciones objetivas» del país: la desigualdad social, la pobreza, el creciente desempleo, la inequidad del sistema agrario, las limitaciones y restricciones políticas, la arbitrariedad del Estado. Los veinte años siguientes (1982-2002) estuvieron caracterizados por el esfuerzo constante de los gobiernos por encontrar un camino para la negociación con las guerrillas y con el mismo narcotráfico. Los esfuerzos de Betancur fracasaron: las FARC, después de una breve tregua, volvieron a la guerra; el ELN revivió, alentado por la extorsión a la industria petrolera; y el M-19, que se sintió traicionado por el presidente, atacó el Palacio de Justicia y secuestró momentáneamente la Corte Suprema. La torpe reacción militar y política convirtió una criminal locura guerrillera en una tragedia histórica. Al mismo tiempo, los narcotraficantes, en un choque de poderes con el Estado, asesinaron al ministro de Justicia: el gobierno reaccionó extraditando narcotraficantes a Estados Unidos, asumiendo una lucha frontal contra el narcotráfico que alcanzó su mayor intensidad en el siguiente gobierno. 

			A pesar de estos tropiezos, los deseos de paz no disminuyeron y el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990) buscó combinar de forma más calculada la acción militar y las ofertas de paz; finalmente, en 1990, logró firmar la paz con el M-19. Al mismo tiempo, el enfrentamiento con los narcotraficantes había aumentado de intensidad. Barco asumió una política de guerra total al narcotráfico: negociar con los cárteles o buscar un modus vivendi temporal sólo podía llevar, a la larga, a que éstos se hicieran cada vez más poderosos y terminaran controlando la política y la economía. Frente al desafío estatal, que incluía la extradición de los narcotraficantes, relativamente inmunes frente a la justicia colombiana, a Estados Unidos, éstos respondieron con una guerra sin límites: en 1989 y 1990 promovieron el asesinato sistemático de policías, volaron un avión comercial, destruyeron el edificio del organismo estatal de seguridad, el Departamento Estatal de Seguridad (DAS), y asesinaron a tres candidatos presidenciales, entre ellos al más probable candidato oficial, el liberal Luis Carlos Galán, cuya elección casi segura afianzaba un endurecimiento en la lucha contra los narcotraficantes. El gobierno de César Gaviria (1990-1994) fue en muchos sentidos un desarrollo del de Barco: los esfuerzos de paz prosiguieron y se firmaron acuerdos con varias guerrillas menores. La propuesta de una asamblea constituyente, en la que en cierto modo se refundara la democracia, fue acogida por el M-19 y otros grupos, pero las FARC y el ELN se negaron a participar. La Asamblea Constituyente expidió, en 1991, una nueva constitución, que rompió varios de los puntos centrales de la Constitución de 1886. Consagró una amplia descentralización, con elección popular de alcaldes y gobernadores, y con importante cesión de recursos a los municipios y departamentos, que a la larga sirvió en buena parte para financiar el clientelismo; estableció un sistema electoral que buscaba favorecer la representación de las minorías y los pequeños grupos, y acabar con la fuerza de los dos partidos tradicionales (lo que condujo a una estructura política que en la práctica destruyó el sistema de partidos y lo reemplazó por un sistema que asocia temporalmente políticos locales poderosos en alianzas ocasionales, apoyadas muchas veces por empresarios ilegales y grupos armados), así como un sistema de derechos humanos muy ambicioso. 

			La Constitución de 1991 fue un pacto de paz, como lo querían sus proponentes, pero parcial: la prohibición de la extradición permitió una tregua con los narcotraficantes, que aceptaron pagar algo de cárcel en Colombia y suspender el terrorismo. La guerra con los dos grupos más antiguos de la guerrilla, las FARC y el ELN, siguió y sigue todavía, a pesar de que entre 1994 y 1998 el gobierno de Ernesto Samper hizo lo imposible por reanudar una negociación que nunca recomenzó por el rechazo de la guerrilla a dialogar con un gobierno al que percibían como débil, por las acusaciones de que su campaña electoral había recibido dinero del cártel de narcotraficantes de Cali y que parecía estar militarmente a la defensiva. En efecto, el ejército recibió varias derrotas serias, y hubo un elevado número de soldados retenidos por las guerrillas. Las FARC, por su parte, se fortalecieron y crecieron de forma espectacular desde 1986, a pesar del asesinato, por parte de una alianza de narcotraficantes, miembros del ejército y propietarios rurales, de buena parte de los miembros del grupo político legal que crearon en esos años, la Unión Patriótica. Buena parte de este crecimiento se debió a que, al dinero proveniente del secuestro y la extorsión, que provocaba la formación de grupos privados de autodefensa o paramilitares, se sumaron, desde finales de la década de 1970, los ingresos del narcotráfico. En efecto, las FARC, resignadas inicialmente a permitir a los campesinos de las zonas de colonización sus cultivos de coca, encontraron pronto en la protección de esos cultivos y en el cobro de tributos a los cultivadores, a los procesadores y exportadores de droga, una fuente inagotable de recursos, que les dio fuerza económica pero los debilitó moral y políticamente. 

			Pero el deseo de paz se mantuvo, en medio de los golpes al ejército que parecían señalar un fortalecimiento creciente de las FARC, y la elección de 1998 fue dominada por los gestos pacifistas del candidato Andrés Pastrana. Éste fue elegido, y durante cuatro años se llevó a cabo una negociación amplia y confusa en El Caguán, en la que el gobierno dio la impresión de haber perdido el control de las conversaciones por el afán de lograr un acuerdo de paz. La combinación de negociaciones y la continuidad de actos guerrilleros, secuestros y atentados fueron desacreditando, después de 20 años de sueños pacifistas, la idea de que la paz se lograba negociando. Aunque todavía a comienzos de 2002 parecía que la opinión pública, estimulada por unos medios de comunicación que rechazaban a los «enemigos de la paz», favorecía abrumadoramente a quien mantuviera la promesa de paz, el apoyo a las conversaciones con las FARC se desmoronó bruscamente y, cuando el gobierno aprovechó un nuevo secuestro de un político para romperlas, se cerró el ciclo de negociaciones de 1982-2002, un ciclo que produjo resultados en relación con el M-19, pero que estuvo caracterizado por la confianza de las FARC de que podían lograr unas concesiones sustanciales del gobierno, y por la ilusión del gobierno de que las FARC tenían voluntad de paz. 

			En 2002 fue elegido un candidato que se oponía a esta perspectiva, que subrayaba la necesidad de ganar la guerra a la guerrilla mediante la acción militar, y para el cual la negociación debía reducirse a convenir las condiciones para el sometimiento de la guerrilla. La opinión y los electores dieron un apoyo muy fuerte a esta visión: después de haber respaldado en todas las encuestas las negociaciones de El Caguán, apoyaron la visión autoritaria de Álvaro Uribe (2002-2010), que logró la mayoría absoluta de los electores desde la primera vuelta, a pesar de enfrentarse a los candidatos oficiales de los dos partidos tradicionales, que defendían la continuación de las conversaciones de paz con las FARC. 

			El gobierno de Uribe logró aprovechar el mejoramiento de la capacidad del ejército, que los diferentes gobiernos posteriores a 1990 habían buscado con cierta asiduidad, y golpeó drásticamente el poder militar de la guerrilla, mientras negociaba con generosidad las condiciones para un desarme de los grupos paramilitares. En ocho años, sin embargo, el sueño de una derrota final a la guerrilla se mostró elusivo y el entusiasmo popular por esta perspectiva se debilitó, mientras revivían los anhelos de un acuerdo de paz que terminara con medio siglo de guerrillas. 

			Este contexto es necesario para seguir los textos reunidos en este volumen. En ellos, como ya se señaló, se describen con precisión los avances económicos y sociales, y se analiza con particular agudeza la evolución del sistema político y de los mecanismos electorales. «Colombia en el mundo» muestra la relación muy estrecha del conflicto interno y el problema del narcotráfico con la forma como el Estado trató de desarrollar sus relaciones internacionales. Por último, se presenta una descripción muy general de la forma como cambió la vida diaria de la población colombiana: también en este caso la marca de la violencia, la vida en medio de la inseguridad, y la del narcotráfico, con su valoración extrema del consumo exhibicionista, muestran la estrecha trabazón de la historia colombiana reciente con los problemas que han traído la guerrilla y el narcotráfico. 

			Al publicarse este volumen, nuevos diálogos de paz hacen renacer las esperanzas de que este trágico ciclo llegue a su fin. Si es así —pero nada garantiza que el resultado sea el que se desea—, se llegará finalmente al fin del periodo analizado aquí, y que corresponde a la época en la que Colombia vivió al mismo tiempo la euforia del progreso y el desasosiego de la violencia.

		

	


	
		
			La vida política
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			El periodo comprendido entre 1958 y 2008 ha sido para Colombia de atormentados contrastes. El país ha mostrado una vigorosa evolución. Dejó de ser la «república agraria» a la que se refiriera Alfonso López Pumarejo durante su primer mandato (1936-1940) y se convirtió en un complejo país urbano. Si en 1958 vivía en las ciudades solamente el 30 por ciento de la población, hoy lo hace el 80 por ciento. Creció demográfica y económicamente; pasó de algo más de 10 millones a cerca de 45 millones de habitantes, y su producto interno bruto per cápita se triplicó. El analfabetismo se redujo sustancialmente. La esperanza de vida aumentó en casi quince años. Si a comienzos de la década de 1960 prácticamente no había tecnocracia, y las políticas públicas eran diseñadas básicamente por abogados de los grandes partidos tradicionales, hoy tenemos toda una serie de estructuras y vasos comunicantes que permiten que una aún pequeña capa de especialistas alimente las decisiones públicas. Éramos un país bastante cerrado, y algunos analistas estadounidenses —entre los pocos que se fijaban en el país— nos llamaban el «Tíbet de América», más de siete millones, según la principal base de datos estatal. Hoy —aunque seguramente por razones que no nos gustan— nadie nos calificaría así. La lista se podría prolongar en muchas direcciones.

			La otra cara de la moneda es que estas cuatro décadas han sido una historia de horror. El país acababa de salir de una pesadilla («la Violencia») y terminó cayendo en otra. Ello pese a que la gran mayoría de las élites políticas eran —como se puede documentar con facilidad— agudamente conscientes de los peligros a los que el país se vería abocado si no se adelantaban acciones apropiadas. En la década del 2010 en Colombia persistían el desafío armado al Estado y un enorme problema de criminalidad organizada; asimismo, agentes ilegales habían podido penetrar de mil maneras distintas al Estado. Las expresiones concretas de esto son fáciles de enumerar. Primero, Colombia es uno de los países del mundo con mayor número de desplazados internos, más de siete millones, según la principal base de datos estatal. Segundo, la criminalidad común —medida por homicidios— ha sido de las más altas del mundo durante más de tres décadas: incluso con los descensos significativos que se produjeron entre 1991 y 1995 y entre 2003 y 2007, en los que tuvo gran peso el comportamiento de Medellín y Bogotá, el país seguía en la categoría más violenta. Tercero, en términos de asesinatos a sindicalistas ha sido el escenario en esos años de más de la mitad de los sucesos producidos en el planeta; otros líderes sociales también han sido duramente golpeados. Cuarto, el conflicto interno continúa, pese a los fuertes golpes que ha recibido la guerrilla. No menos grave es que haya signos severos de deterioro de la institucionalidad democrática, lo cual, dadas estas dinámicas de violencia, no debe extrañar. 

			Lo que sí es extraño —y en realidad constituye un importante rompecabezas analítico— es que aquélla haya coexistido durante tanto tiempo con fracturas tan brutales. Este texto no tiene por objetivo ofrecer una explicación de esa coexistencia, sino mostrar algunos de sus aspectos más notables. La exposición está organizada de la siguiente manera. Comienza haciendo un recuento de la competencia política. Colombia es —junto con el Uruguay— uno de los países latinoamericanos donde los partidos de origen decimonónico estuvieron más hondamente arraigados, y donde tuvieron durante más largo tiempo un papel decisivo en el manejo de la cosa pública. En Colombia es imposible estudiar las políticas públicas sin tener en cuenta el papel de los partidos. Esto seguramente sea cierto aún hoy. Posteriormente, se discute la evolución de la organización de la estructura del Estado. El capítulo termina con los ciclos de violencia y paz que han marcado este medio siglo.

			 

			 

			Pactos, cierres políticos, conflicto: gobierno y política en la era bipartidista

			 

			Competencia política y gobierno

			Los partidos Liberal y Conservador colombianos están entre los más antiguos del mundo. Comenzaron su existencia a mediados del siglo XIX, sobrevivieron a todas las turbulencias en las que se vieron envueltos y se han logrado adaptar a las condiciones que siguieron al 2002, en las que ya no son las siglas predominantes. Mientras que en los países vecinos hubo un big bang del sistema de partidos, en Colombia se produjo un tránsito gradual del bipartidismo a un multipartidismo en el que las fuerzas tradicionales estaban razonablemente bien representadas.

			En realidad, el deshielo del bipartidismo colombiano significó el cumplimiento de una infinitamente repetida —e incumplida hasta el 2002— predicción, que ya se podía hallar en los labios de respetados líderes a comienzos del siglo XX. ¿Por qué fue tan tardío y gradual el deshielo del bipartidismo? La primera respuesta obvia es que eran dos fuerzas que estaban profundamente arraigadas en todos los sectores de la población. En 1958 y coincidiendo con el comienzo del Frente Nacional —un pacto entre partidos tradicionales que tenía el triple fin de acabar con la Violencia, generar una transición de la dictadura militar del general Gustavo Rojas Pinilla a la democracia y propugnar un modelo de desarrollo en el que se asignaba al Estado un papel de intervención moderada—, Alberto Lleras Camargo proclamó que el país estaba dividido en dos mitades, liberal y conservadora, que tenían que aprender a dejar de combatirse. 

			Al día siguiente de iniciado el Frente Nacional la dinámica política se encargó de minar el sueño de un país dividido en dos mitades, ahora en trance de reconciliación. En oposición al Frente Nacional se lanzaron tres clases de fuerzas políticas. Primero, disidentes de las dos agrupaciones tradicionales que se negaban a seguir la disciplina del Frente. ¿Qué motivos los impulsaban? Seguramente una combinación de convicciones ideológicas con ambiciones personales frustradas. En la medida en que cada partido tenía una «fila india» de presidenciables, muchos jóvenes políticos consideraban esto como una manifestación de «cierre» abusivo (o, más pragmáticamente, esperaban que una [pre]candidatura ruidosa les permitiera llamar la atención y adelantar unos puestos en la fila). Segundo, la Alianza Nacional Popular (ANAPO), constituida por los seguidores del general Rojas Pinilla, logró, entre 1962 y 1972, captar simpatías de toda clase de colombianos. Tercero, las fuerzas de izquierda marxista se multiplicaron, ante todo por fisión: un grupo se dividía para dar origen a otros varios. Con todo, la presencia de la izquierda en el Frente Nacional no se puede considerar irrelevante, por varios factores, como la sobrerrepresentación entre la intelectualidad, por ejemplo. La experiencia del Frente Unido (1965-1966), movimiento de inconformes encabezado por el padre Camilo Torres, parece no haber sido marginal.

			Tanto las disidencias como la ANAPO crecieron sistemáticamente durante el Frente Nacional, estableciendo sobre él un verdadero cerco. En las elecciones críticas de 1970, el candidato oficial del Frente Nacional, Misael Pastrana Borrero, alcanzó sólo el 40 por ciento de los votos, pese a lo cual fue proclamado ganador sobre el exdictador Gustavo Rojas Pinilla, que obtuvo apenas 60.000 votos menos, en medio de grandes acusaciones de fraude. Paralelamente, crecían otros dos fenómenos preocupantes. La abstención llegó a niveles del 70 por ciento del censo electoral, lo que a todas luces era una aberración. Es verdad que la interpretación de ciertos medios oposicionistas de la abstención —es manifestación de descontento generalizado y un triunfo de los enemigos del sistema— era, y es, ingenua, y que muchos países con una larga tradición democrática, como Suiza y Estados Unidos, tienen tasas de abstención altas. Sin embargo, por encima de cierto umbral —cuando no votan más de las dos terceras partes de los habilitados para hacerlo— aquélla se convierte en síntoma inequívoco de que algo funciona mal. Parte de la anomalía probablemente fuera el enorme desprestigio de la «clase política», según revelan los incipientes sondeos de opinión del periodo. Uno de ellos, recién terminado el Frente Nacional, desveló por ejemplo que las personas que más rechazaban la política y la experiencia pactista eran los jóvenes y los pobres; correlativamente, parecían creer que la política era cosa de viejos y ricos. En 1977 un joven tecnócrata que oficiaba de presidente de la Asociación Nacional de Instituciones Financieras, Ernesto Samper Pizano, le contó a la opinión pública que, según una encuesta que había hecho, la gran mayoría de colombianos repudiaba a los políticos. Se trata de un rechazo que no nació ayer.

			¿A qué puede haberse debido? Después de todo, cualquier evaluación seria del Frente Nacional debería reconocer que se apuntó varios éxitos. En términos de sus propios objetivos, no le fue mal. Se generó una cierta «pacificación», que permitió que se apagaran casi todos los rescoldos del viejo enfrentamiento bipartidista. Contra un nuevo, e intenso, mito que se ha querido crear al calor de los acontecimientos más recientes, el Frente Nacional no estaba plagado de palomas inanes ni de liderazgos despreocupados por la seguridad. Más bien es cierto lo contrario. De hecho, las nuevas guerrillas de inspiración marxista que se crearon en la década de 1960 no avanzaron mucho: el ELN de primera generación —una guerrilla inspirada en el ejemplo cubano— fue destruido en la operación Anorí (19 de septiembre de 1973), y el EPL —de orientación maoísta— llevó una vida marginal, sólo un poco más que las FARC, las guerrillas ligadas al Partido Comunista de Colombia, que, después de pasar al primer plano del debate público durante los eventos de Marquetalia, recibieron también rudos golpes y se mantuvieron durante años en una prudente semioscuridad. Cantidad de agrupaciones y siglas menores desaparecieron. Las tasas de homicidio común, así como del político, cayeron. Es verdad que, como dijera Carlos Lleras Restrepo en 1982, el país nunca retornó plenamente a la normalidad. Pero existía la esperanza fundada de que el país se encontraba en vías de un mejoramiento continuo. En cuanto al segundo objetivo, en efecto se había logrado pasar de una dictadura a un régimen de competencia acotada —de «convalecencia democrática», un término usado por Alberto Lleras en 1956—, que tenía muchas restricciones pero que en el contexto latinoamericano de entonces resultaba bastante abierto. Las restricciones, ciertamente, no eran insignificantes. Sólo los partidos tradicionales podían participar plenamente en la vida política, y ningún funcionario del Estado —elegido o no— podía tomar posesión de su puesto sin declarar su afiliación liberal o conservadora. Sin embargo, en últimas esto era más irritante que represivo. Tanto la Alianza Nacional Popular (ANAPO) como los comunistas se dieron sus mañas para llegar al Congreso y a cuerpos colegiados subnacionales, gracias a su creciente potencia electoral la primera y a las alianzas, sobre todo con sectores de oposición del liberalismo, los segundos. A la vez, los militares quedaron subordinados al poder civil, siguiendo la «doctrina Lleras», que les exigía obediencia a los civiles y no participación en lo político, a cambio de trato deferente, estabilidad en las reglas de juego y margen de maniobra en el terreno. Esta lógica de «zapatero, a tus zapatos», tan transparente en la pieza original de Alberto Lleras con la que se dio, en 1958, expresión inicial a la doctrina, no tuvo en la década de 1960 los costos enormes que cobraría después. 

			Finalmente, en cuanto al desarrollo, el país creció a niveles bastante vigorosos para el estándar colombiano, como no lo volvería a hacer después. Para no caer en interpretaciones erradas, hay que tener en cuenta que exactamente lo mismo les pasó a casi todos los países del mundo. Pero es obvio que atribuir el crecimiento colombiano de los sesenta y setenta a una suerte de lotería internacional implicaría un desconocimiento ingenuo de la endogeneidad implicada en el argumento. Sea como fuere, no sólo estamos en presencia de un crecimiento digno, sino de un fortalecimiento paralelo y vigoroso de la institucionalidad del Estado. En realidad, es en este periodo en el que nace la tecnocracia económica propiamente dicha. El Departamento Nacional de Planeación, creado en 1958, se consolidó y fortaleció a partir de 1968; asimismo, se recomendó a los municipios crear sus propios entes de planeación. Se fortalecieron los ministerios. Sobre todo en el gobierno de Carlos Lleras (1966-1970) se reforzaron los muñones de un Estado de bienestar. Se impulsó el Instituto Colombiano de Reforma Agraria, creado en 1961. También apareció toda una panoplia de instituciones de fomento (desde el Instituto de Fomento Industrial, creado en 1940, aunque no fue sino en 1963 cuando se le confirieron funciones autónomas, hasta Colciencias, creado en 1968). El proteccionismo —una idea que rondaba las cabezas de un sector importante de las élites políticas desde la República Liberal, o posiblemente desde Rafael Reyes— adquirió nuevos instrumentos y su forma definitiva en el contexto del cepalismo y el movimiento hacia la sustitución de importaciones.

			¿Cómo explicar, entonces, el descontento crónico con el Frente Nacional? Se pueden proponer al menos tres hipótesis complementarias. La primera es que el fracaso de las reformas sociales fue producido por un «inmovilismo» —de nuevo utilizo la jerga política del periodo— que bloqueó el mundo de las instituciones. Es verdad que una parte esencial del programa del Frente —repetida una y otra vez por los dirigentes de los dos partidos en el momento fundacional— era promover grandes reformas igualitarias. Para ello hicieron análisis que hoy sonarían bastante radicales. Los dos Lleras, por ejemplo, expresaron su convicción de que, con los niveles de desigualdad que se observaban en el país, no tenía mucho sentido hablar de democracia. Sin embargo, un efecto indeseado de los diseños institucionales propaz del Frente Nacional fue darle un enorme poder a las minorías, y permitirles bloquear cualquier reforma a gran escala. Obtener un resultado en este terreno resultó algo imposible, incluso para un presidente activista con gran dominio de los aspectos técnicos de los problemas como Lleras Restrepo. La segunda es que el reparto de todas las posiciones del Estado a los dos grandes partidos excluyó a los demás grupos, invitándolos a salir del sistema. Aunque, como he dicho más arriba, Colombia era bastante menos cerrada que la mayoría de los países latinoamericanos, esto no es motivo para desestimar la importancia de la exclusión en la deslegitimación del Frente Nacional. Por el contrario, dos hechos dramáticos —la decisión del cura Camilo Torres de irse para el monte en 1965 y, sobre todo, las discutidas y opacas elecciones de 1970— subrayan la importancia del tema en este periodo. Hay incluso una dimensión generacional en el asunto. Líderes curtidos en las luchas de la Hegemonía conservadora tardía y la República Liberal —comenzando por los Lleras, Mariano Ospina Pérez y Laureano Gómez— difícilmente podían comprender que el país se había ido alejando del bipartidismo, y que cada una de las fuerzas tradicionales ya no podía considerarse una «mitad del país».

			La tercera hipótesis se refiere a un efecto un poco más oblicuo que tuvo el reparto del Estado entre los dos partidos: la corrupción y el autismo crecientes del sistema. En realidad, esta hipótesis se refiere a dos cosas distintas, que podrían llamarse «vínculos horizontales» y «verticales». Los horizontales se crearon debido al interés que ligaba a conservadores y liberales como coadministradores del sistema. Pese a que en varios casos hubo manifestaciones de control independiente de los liderazgos partidistas por parte de las instituciones del Estado —como el rapapolvo del procurador Mario Aramburo al presidente Carlos Lleras por participar en política—, en términos generales los políticos comenzaron a sentirse bastante protegidos por el manto de la convivencia, que lo cubría todo (hasta el Poder Judicial, como lo he señalado más arriba). Nótese que uno de los objetivos del Frente Nacional era que los dos partidos se sintieran coadministradores de la cosa pública, pero el hecho de que esto los dejara casi sin ninguna oposición efectiva —la prensa era partidista, la radio también (todavía), la televisión muy débil— alentó diversas formas de venalidad, algunas particularmente ingenuas (o descaradas). Por ejemplo, el llamado «turismo parlamentario» o la operación más o menos crónica del incremento del pago a los miembros del Congreso por ellos mismos produjeron en la opinión pública oleadas de indignación y cinismo, y protestas airadas de los políticos por el débil control de los medios, a quienes acusaban de deslegitimarlos. Las «redes verticales» y sus fracturas tuvieron un efecto igualmente dramático, quizás mayor todavía. En 1958, los partidos políticos tenían una estructura según la cual la gran política —alimentada por una serie de destrezas como el derecho, la gramática, la oratoria, incipientemente la economía— se concentraba en Bogotá, que coordinaba las actividades regionales. Los políticos de provincia procuraban aprender e imitar las habilidades de los bogotanos y ascender en la escala; mientras tanto, se dedicaban a conquistar votos a brazo partido (la competencia regional era feroz). Las numerosas tensiones entre Bogotá y la provincia se dirimían gracias a los recursos de que disponía cada cual. Mientras que los políticos pequeños tenían en sus manos el acceso a miles de electores, el conocimiento detallado de sus aceitadísimas maquinarias regionales y un buen margen de maniobra para alimentar sus bases con recursos públicos, los del centro conservaban el poder de nombramiento de los candidatos (y también de todas las posiciones en los Ejecutivos departamental y municipal). Dado que en 1958 apenas había voto flotante —los electores estaban muy alineados con sus partidos, casi no había defecciones y las rebeliones contra las directivas podían ser costosas—, éste era el recurso de los recursos. Sin embargo, bajo el Frente Nacional en el país apareció —o se fortaleció— un voto no bipartidista muy significativo, lo que permitió a los electores castigar a sus dirigentes, votando por disidencias de los dos partidos. Los diseños institucionales que favorecían a las minorías también ayudaron a los políticos regionales. En la medida en que incluso disidencias muy pequeñas podían causar daños grandes, el Ejecutivo se vio forzado a comprar la voluntad de los parlamentarios cada vez que quería pasar una ley importante. Esto disparó un mecanismo de retroalimentación positiva, que dio a éstos un creciente poder a costa del centro partidista. Juntos, el fracaso de las reformas, el inmovilismo y las dos estructuras —horizontal y vertical— crearon un clima de malestar que condenó al Frente Nacional. 

			Sin embargo, en contra de las previsiones de entonces (y algunas explicaciones de hoy) liberalismo y conservatismo encontraron rápidamente la forma de relegitimarse después del fin del Frente Nacional en 1978. Al menos, los siguientes 20 años serían abrumadora y aplastantemente bipartidistas (y sobre todo liberales-oficialistas). Y esto, pese a que en los tres terrenos que el Frente Nacional buscó enfrentar —paz, democracia y desarrollo— hubo en el periodo posterior un deterioro notable. Los ritmos de crecimiento —que tuvieron un pico durante el gobierno de López Michelsen— se enfriaron. La desigualdad, que había bajado según varios indicadores, de manera leve y gradual pero real durante el Frente Nacional, se mantuvo intacta en los ochenta (después crecería). La guerra se disparó entre finales de los setenta y comienzos de los ochenta; también lo hizo la criminalidad común. Paulatina, pero esta vez rápidamente, el país entró en el circuito mundial de la economía del narcotráfico. En cuanto a la democracia, es verdad que se retornó a la competencia abierta —a través de un largo proceso que sólo culminaría a cabalidad en 1986—, pero, en cambio, el grado de brutalidad con el que fueron castigadas las fuerzas opositoras, sobre todo las cercanas a los grupos armados, apenas si tiene precedentes en la historia colombiana (en el último siglo, sólo durante el periodo conocido justamente como «la Violencia»). Sin embargo, en medio de estos horrores, la gente apoyó a las viejas agrupaciones. 

			¿Cómo explicarlo? Evidentemente, la competencia abierta tuvo mucha más vitalidad de lo que muchos analistas están dispuestos a reconocerle. Las elecciones de 1986, en las que hubo una gran votación liberal —dirigida más a impedir que Álvaro Gómez Hurtado, visto como representante de un conservatismo represivo e intransigente, llegara al poder que a llevar allá a Virgilio Barco—, revelaron la fuerza aún vigente, y altamente subestimada por muchos, de los viejos motivos bipartidistas. Otro factor importante es que los partidos tradicionales pudieron canalizar el descontento por sus prácticas a través de las disidencias. Como lo dijera López Michelsen en frase penetrante, los disidentes de ayer eran los jefes de los partidos de hoy. Mientras que el oficialismo liberal copaba los espacios, ganando elección tras elección —con excepción de la presidencial de 1982, un evento que lo llenó de desconcierto—, el Nuevo Liberalismo de Luis Carlos Galán, creado en 1979, era capaz de capturar las preferencias urbanas de una parte significativa del partido y las esperanzas de una renovación moral (y aquí es obvia la analogía con Jorge Eliécer Gaitán, el dirigente liberal popular de los años cuarenta, con la que coqueteaba Galán pese a las grandes distancias ideológicas y de estilo entre los dos líderes). Por el lado conservador, si Belisario Betancur, candidato rebelde de su partido en 1970 y oficial en 1978, cuando fue derrotado por el liberal Julio César Turbay, y en 1982, cuando fue elegido, no era un disidente, tampoco era un ortodoxo, y una vez más en las décadas de 1980 y 1990 actuaron movimientos que, apoyados ante todo en el viejo conservatismo, clamaban por una rectificación moral, como el Movimiento de Salvación Nacional de Álvaro Gómez y, un poco en tono menor, la Nueva Fuerza Democrática de Andrés Pastrana.

			El énfasis de las disidencias en la moral no era casual. El triunfo final del oficialismo liberal, que expresaba el de liderazgos regionales ya bastante descompuestos, en el pulso que se produjo durante el Frente Nacional llegó en el momento preciso en que el país se vinculaba con la narcoeconomía; en que aparecía y se desarrollaba a niveles inéditos el conflicto armado; y en que, gracias al fracaso de la reforma agraria y al triunfo de su sustituta —proclamada por los gremios agrarios como la gran solución para el país—, la colonización, se fueron poblando grandes zonas en las que el Estado no tenía presencia ni infraestructura, ni podía tenerlas. 

			La combinación de estos tres factores fue explosiva. Su significado práctico consistió en un alto nivel de corrupción, delincuencia y criminalidad en el liberalismo —que por mucho era el partido más importante del país—, y la creación de una serie de coaliciones regionales que permitían a los caciques departamentales ofrecer incentivos selectivos a sus redes y usar la violencia contra sus opositores. En varios casos, estas coaliciones dieron origen a grandes iniciativas paramilitares —en que el liberalismo aportaba la coordinación con el Estado y las destrezas de gobierno—, o fueron dominadas por éstas. En otros sirvieron de testaferros de narcotraficantes. Y por supuesto también hubo alianzas, mediadas por el clientelismo y la corrupción, con la guerrilla. Pero no se necesitaba llegar tan lejos. Incluso si simplemente se permitía la presencia narco, paramilitar o guerrillera y la manipulación de las preferencias de los electores a partir de la oferta selectiva de bienes y amenazas, estaba garantizada la continuidad de los escándalos. El dominio del oficialismo liberal se caracterizó por el predominio de fuerzas centrífugas regionalistas, la tremenda inestabilidad de la vida pública y el deterioro del marco institucional, junto con la estabilidad de los resultados electorales. 
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